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La justicia ambiental en la estrategia  
del ecologismo popular

Lucio Cuenca
OLCA - Chile

“...lo que no nos gusta es cuando se dice que la peor causa de con-
taminación es la pobreza; a lo que nosotros debemos responder 
diciendo que siempre fuimos pobres, y que lo peor que nos puede 
llegar a suceder es permitir que nos contaminen esa pobreza”. 
     Lídoro Leiva, intendente de Famatina

En los últimos años, hemos desarrollado 
una propuesta que se ha construido al ca-
lor de una serie de procesos de resistencia 
y de fortalecimiento del trabajo coordinado 
en defensa de los derechos ambientales, de 
los recursos naturales y, por supuesto, en 
defensa de las comunidades y de las cul-
turas, que permanentemente están siendo 
violentadas por este modelo.

Es una propuesta que surge del diagnós-
tico crítico sobre la actual insustentabilidad 
ambiental del modelo económico en sus 

diversos niveles, y en cuyo orden nuestros 
países siguen trabajando para satisfacer la 
demanda de una economía de sobre-con-
sumo y de apropiación injusta y despropor-
cionada de los recursos.

Por un lado, la injusticia ambiental forma 
parte de los efectos de una política específi-
ca de distribución y manejo de los recursos 
naturales y las condiciones ambientales de 
riesgo para nuestros pueblos.  Hoy en día, 
no sólo hay un saqueo de nuestros recur-
sos, sino también un claro deterioro de las 
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condiciones de calidad de vida de las po-
blaciones que han sufrido el impacto –en 
muchos casos, irreversible– de la contami-
nación ambiental.

Por otro lado, la justicia ambiental no tie-
ne que ver solamente con las luchas por la 
defensa de los recursos naturales, o con las 
externalidades del modelo, sino también –y 
fundamentalmente– con el tema de la justi-
cia y los derechos ambientales, reconocidos 
como parte del conjunto de los derechos hu-
manos y de los derechos económicos, so-
ciales y culturales.

En muchos de nuestros países, lamen-
tablemente, estos derechos están siendo 
conculcados todos los días por unas demo-
cracias secuestradas por los procesos de 
integración comercial que impulsa la glo-
balización, y cuya principal estrategia es la 
firma de los Tratados de Libre Comercio, los 
cuales buscan garantizar para las transna-
cionales y los países del primer mundo lo 
que para nosotros significa el saqueo de los 
recursos, la exclusión y la injusticia en todas 
sus dimensiones.

Esta pérdida de soberanía no sólo se ha 
gestado a través de los TLCs, sino también 
a través de acuerdos bilaterales, como, por 
ejemplo, el firmado entre Chile y Argentina, 
cuyo propósito fue facilitar la explotación 
minera en la zona de frontera de la Alta 
Cordillera de los Andes, con la entrega de 
territorio para que estas zonas sean admi-

nistradas íntegramente por las empresas 
mineras, consagrando así el secuestro de 
nuestras democracias y eliminando el de-
recho de nuestros países a decidir en esta 
materia.

La venta de servicios ambientales está 
también dentro de esta misma lógica, en 
la que, por ejemplo, a través de la emisión 
de bonos de carbono se acepta que se siga 
contaminando y poniendo en riesgo la vida 
misma de nuestras comunidades.

Frente a este saqueo, los procesos de 
resistencia y defensa de los derechos hu-
manos y ambientales de los movimientos 
sociales se han multiplicado, pero, lamenta-
blemente, éstos están siendo perseguidos, 
reprimidos y criminalizados con la aplicación 
de leyes antiterroristas, de seguridad interior 
del Estado, que fueron desarrolladas por re-
gímenes autoritarios, no sólo en Chile, sino 
en muchos países de la región.

Chile: el mejor ejemplo de las peores 
prácticas

En Chile, en 15 años de transición a la 
democracia, no se han generado cambios 
profundos en el sistema político que fue im-
puesto en tiempos de la dictadura militar.  
Las reformas menores que se han incluido 
siguen garantizando una sobre representa-
ción de la derecha, y, en consecuencia, de 
los intereses transnacionales y de los gru-
pos económicos chilenos.  Esto ha permitido 
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que se siga profundizando el modelo neoli-
beral e incrementando la deuda ecológica y 
social en nuestro país.

Los índices macroeconómicos hablan de 
un incremento del doble en las exportacio-
nes, en los últimos cinco años, gracias a la 
firma de varios tratados comerciales, no sólo 
con EE.UU., sino también con otros bloques 
de países o con otros países en tratados bi-
laterales.  Por supuesto, para algunos estas 
cifras representan las señales inequívocas 
del “progreso”, pero nadie dice que detrás 
de ellas se esconden la sobreexplotación y 
la entrega de nuestros recursos naturales a 
las grandes economías del planeta.

Algunas personas están interesadas en 
mostrar estas cifras, pero a su vez escon-
den otras que muestran las consecuencias 
de este modelo.  Por ejemplo, aquella que 
ubica a Chile entre los diez países del mun-
do con mayor desigualdad en la distribución 
de la riqueza.  Como podemos comprobar, 
las cifras no muestran a Chile solamente 
como modelo de crecimiento económico, 
sino también como modelo de crecimiento 
de la injusticia.

En Chile, de cada USD 100 generados 
por las exportaciones, 82 provienen de los 
recursos naturales, principalmente, de la 
minería, los recursos forestales, la agroin-
dustria y, también, de una incipiente pero 
“exitosa” industria acuícola.  Por supuesto, 
estos índices sólo se pudieron alcanzar gra-

cias a la vigencia de un código de regulación 
de los recursos naturales (Código de Aguas, 
Código Minero, Ley de Pesca y Acuicultura, 
Ley Forestal, etc.), creado en la dictadura 
de Pinochet.

El sector forestal: un caso 
emblemático de injusticia ambiental

En Chile, las mayores expresiones de in-
justicia ambiental están vinculadas con los 
procesos de extracción de los recursos fo-
restales para la exportación, cuyas devasta-
doras consecuencias las están asumiendo 
los sectores más vulnerables del país: indí-
genas, pescadores artesanales y campesi-
nos, junto a otras comunidades urbanas.

El sector forestal se desarrolla y potencia 
desde el año 74 –en la época de la dictadu-
ra– con el impulso de los monocultivos de 
pino y eucalipto, y, posteriormente, con la 
industria de celulosa para la fabricación del 
papel.

Hoy en día, las empresas forestales en 
Chile cuentan con 2.3 millones de hectá-
reas, aproximadamente, de pino y eucalip-
to, ubicadas en las zonas del centro sur del 
país, en las regiones del Bío Bío y Arauca-
nía, donde se concentra la mayor cantidad 
de población indígena.

Precisamente, esta zona se ha caracte-
rizado por tener una vegetación densa y un 
clima muy lluvioso; sin embargo, a partir de 

LA  J U S T I C I A  A M B I E N T A L  E N  L A  E S T R A T E G I A  D E L  E C O L O G I S M O  P O P U L A R



82  TE R R I T O R I O S  Y  RE C U R S O S  NA T U R A L E S :   EL  SA Q U E O  VE R S U S  E L  BU E N  V I V I R

la expansión fo-
restal ha sufrido 
graves alteracio-
nes climáticas: 
bosques depre-
dados, suelos 
e r o s i o n a d o s , 
contaminación 
con plaguicidas 
y extinción irre-
parable de fuen-
tes de agua, 
ríos y vertien-
tes.  Como con-
secuencia, la 
población local 
se ha visto obli-
gada a migrar.  
El último censo 
nacional (perio-
do 1992 - 2002) 
en las comunas 
con predominio 
forestal, mostró 
que la población 
ha disminuido 
hasta en un 16%, cuando en el mismo pe-
riodo el crecimiento promedio de la pobla-
ción en Chile fue del 12,8%.  Estos datos 
son coincidentes y equiparables con los ni-
veles de emigración en la relación población 
mapuche y concentración forestal.

Pero esto no sólo está ocurriendo en Chi-
le; ahora existe un proceso de expansión de 

una serie de proyectos de gigantescas plan-
tas de celulosa en Uruguay, Brasil y en otros 
países del Sur, no sólo como consecuencia 
del crecimiento de esta industria, sino tam-
bién como parte de un traslado de dichas 
industrias del Norte al Sur (América del Sur, 
Asia y África).

Mancha de contaminación en el Río Valdivia, provocada por los  
desechos tóxicos de Celulosa Arauco.  Foto Acción por los Cisnes.
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En Chile existen ocho plantas de celulo-
sa, cuya producción alcanza casi cinco mi-
llones de toneladas anuales; su propiedad 
la concentran dos grupos económicos na-
cionales.  De todas ellas, es emblemático el 
caso de la Planta Valdivia de Celulosa Arau-
co: en 2004, a ocho meses de iniciado su 
funcionamiento, causa un desastre ambien-
tal en un humedal en el Río Cruces, área 
protegida considerada como “Santuario de 
la Naturaleza” que forma parte de la Con-
vención Ramsar, en calidad de “humedal 
de interés internacional”.  En este curso de 
agua la planta de celulosa descarga 
sus residuos industriales líquidos.  Así, 
de nada sirvió el título de “área pro-
tegida” que ostenta, pues la industria 
forestal ya ocasionó la primera gran 
catástrofe ecológica: prácticamente 
exterminó, entre otras, la especie de 
cisnes de cuello negro, y colapsó las 
condiciones de vida de la población 
local, sobre todo contaminando el río 
que avanza hacia el interior de la ciu-
dad de Valdivia, y cuya agua se utiliza 
para el consumo de la población y del 
turismo, una de sus principales acti-
vidades económicas.  Lo más grave 
de todo esto es que el modelo chileno 
sirve actualmente de ejemplo para la 
construcción de nuevas plantas de ce-
lulosa en toda la región.

Respuesta social al sector forestal

La respuesta del pueblo Mapuche, frente 
a esta situación extrema, ha sido la de movi-
lizarse para denunciar y visualizar su lucha 
en contra de la expansión de las plantacio-
nes forestales.

Desde hace dos años, las movilizaciones 
en ciudades y zonas rurales, en contra de 
las plantas de celulosa, si bien no han logra-
do todavía impedir que éstas se construyan 
en su territorio, han conseguido, por lo me-

 
Hay que salir a educar a los de afuera, porque nos 
matan todavía, porque nos desconocen, porque na-
die les habla de la riqueza de nuestra cultura, que es 
la prueba de que no somos pobres, de que no somos 
analfabetos.  La mayoría de nuestras comunidades 
hablan dos idiomas: el propio que es el primero que 
se aprende, y el español.  Por supuesto, no pertene-
cemos al mismo sistema, tenemos nuestro territorio, 
nuestro sustento, nuestra cultura, que si no la forta-
lecemos con nuestra identidad, siempre nos vamos a 
considerar pobres e indefensos, porque eso es lo que 
los Estados quieren que pensemos: ¡pobres indios!, 
¡analfabetos!, ¡viven en casuchas!, ¡no tiene hospita-
les!.  Pero no saben que nosotros tenemos chamanes; 
todos los ancianos son maestros científicos; incluso, 
Occidente ha aprendido mucho de los indígenas en el 
campo de la medicina, por ejemplo.
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nos, limitarlas en sus procesos de destruc-
ción y contaminación de la naturaleza.

Un caso de resistencia que hay que resal-
tar es el emprendido por una red de aproxi-
madamente 2000 pescadores artesanales 
en la zona de Mehuin, quienes se opusieron 
durante casi tres años (de 1996 a 1998) a 
la decisión del Gobierno de Ricardo Lagos 
de evacuar los desechos del Santuario de 
Valdivia en el mar, frente a sus costas.

Hoy en día, la gente de la región ha perdi-
do toda su confianza en la institucionalidad, 
al extremo de ni siquiera permitir el ingreso 
de los técnicos para que realicen los estu-
dios de impacto ambiental.

Desde esta perspectiva, nuestra meta 
es la de articular actores sociales que exi-
jan y ejerzan directamente sus derechos, y 
no como ocurrió durante muchas décadas 
en Chile, a través del liderazgo de algunas 
ONGs.  Ahora, la defensa directa de los 
derechos por la justicia es un componente 

fundamental en la lucha de los movimientos 
sociales.

Nuestra propuesta apunta, entonces, a 
coordinar y fortalecer la resistencia conjunta 
de los diferentes movimientos en contra de 
la injusticia ambiental.  Para ello, es necesa-
rio elaborar mapas de carácter local, nacio-
nal y regional que identifiquen la ubicación 
de aquellos conflictos de injusticia ambiental 
en la región, para luego coordinar acciones 
de recuperación de derechos, intercambiar 
experiencias y desarrollar alternativas al 
modelo neoliberal, y que incorporen en su 
visión la justicia socio-ambiental como un 
derecho irrenunciable.

Lucio Cuenca Berger es ingeniero, coordi-
nador del Observatorio Latinoamericano de 

Conflictos Ambientales (OLCA), una institución 
comprometida con los derechos de las mu-

jeres, los hombres y las comunidades en su 
defensa del medio ambiente.  OLCA centra su 
esfuerzo en el seguimiento y apoyo a comuni-

dades en conflicto ambiental.




